	DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES.



HONORABLE ASAMBLEA:

A las Comisiones Unidas de Comunicaciones y Transportes y de Estudios Legislativos del Senado de la República le fue turnada, para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente, una iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley Federal de Telecomunicaciones, presentada por el Senador Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, mima que será detalla a lo largo del presente documento. 
Estas Comisiones Unidas, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 72 y demás relativos y aplicables de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 85, apartado 2, inciso a, 86, 94 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como por los artículos 113, apartado 2, 117, 177, 182, 190 y demás relativos y aplicables del Reglamento del Senado de la República, sometemos a la consideración de la Asamblea el presente dictamen al tenor de la siguiente:
I. M E T O D O L O G Í A
Las Comisiones encargadas del análisis y dictamen de la iniciativa en comento, desarrollaron sus trabajos conforme al procedimiento que a continuación se describe: 

I. En el capítulo de "Antecedentes", se da constancia del trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo y turno para el dictamen del referido proyecto de decreto y de los trabajos previos de las Comisiones Unidas. 

II. En el apartado "Contenido de la iniciativa", se exponen los motivos y alcance del proyecto de decreto en estudio. 

III. En el capítulo de "Consideraciones", los integrantes de estas Comisiones Unidas expresan argumentos de valoración de la iniciativa y de los motivos que sustentan el presente dictamen. 

II.  A N T E C E D E N T E S
1. En Sesión Ordinaria de fecha 10 de marzo de 2011, el Senador Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, presentó la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley Federal de Telecomunicaciones, (reforma la fracción XV del artículo 9-A y los incisos A., B. y C. del artículo 71), que ha quedado citada en el proemio del presente dictamen.
2. En la fecha que ha quedado precisada en el punto que antecede, la Mesa Directiva del Senado de la República, turnó la iniciativa que nos ocupa, a las Comisiones Unidas de Comunicaciones y Transportes y de Estudios Legislativos de esta cámara para su estudio y dictamen.
3. Las Comisiones Unidas que suscriben el presente dictamen, realizaron diversos trabajos con el propósito de revisar el contenido de la Iniciativa que ha quedado precisada, integrando sus observaciones y comentarios en el presente dictamen. 
III.   C O N T E N I D O   D E   L A  I N I C I A T I V A 
1. La iniciativa presentada por el Senador Ricardo Monreal Ávila, menciona en su exposición de motivos, que el Estado debe dotar de normas y principios de aplicación general que garanticen que todo ciudadano será tratado por igual, correspondiéndole la rectoría en materia de las telecomunicaciones, mientras que al Poder Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, le corresponde la creación e implementación de políticas aplicables a dicha materia, mientras que a la Comisión Federal de Telecomunicaciones, quien funge como órgano regulador, le corresponde promover y supervisar el desarrollo eficiente y la cobertura social amplia de las telecomunicaciones y de la Radiodifusión en México.

2. Considera el autor de la iniciativa, que la Comisión Federal de Telecomunicaciones al contar con autonomía plena para dictar sus resoluciones y con diversas atribuciones, de entre las que se encuentran las de vigilancia, supervisión y verificación del cumplimiento de las condiciones establecidas en los títulos de concesiones y permisos, así como de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, para la prestación de los diversos servicios en materia de telecomunicaciones, también se encarga de proponer a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, las sanciones que se impondrán por las infracciones cometidas a dichas disposiciones, siendo que la misma ley, debe contener mecanismos que se rijan por los principios de proporcionalidad y equidad, que sean efectivos para inhibir que los destinatarios de la norma realicen conductas contrarias a la misma.

3. El senador iniciante señala que las sanciones deben estar diseñadas tomando en cuenta, la correspondencia entre el tipo de conducta y la afectación causada al bien jurídicamente tutelado, por lo que debe existir una proporcionalidad entre las conductas y las sanciones, en consecuencia, propone aumentar el monto de las sanciones que actualmente prevé la Ley Federal de Telecomunicaciones para inhibir los efectos negativos causados al sector de las telecomunicaciones por el incumplimiento de concesionarios y permisionarios, en la observancia de las disposiciones legales sustantivas y adjetivas de la materia, tomando en cuenta la influencia del operador, no sólo por el número de usuarios que tiene, sino también, por los ingresos económicos que obtiene por la prestación de los servicios, así como por la afectación ocasionada por su incumplimiento, para que se fomente la competencia y el cumplimiento del objeto de dicha ley. 

4. Menciona el Senador Monreal Ávila, que desde su creación, la Comisión Federal de Telecomunicaciones, ha adolecido de fuerza jurídica coercitiva para imponer directamente sanciones a los concesionarios y permisionarios que incumplan con las obligaciones a su cargo, por lo que considera, que su facultad reguladora se encuentra seccionada, toda vez que sólo puede proponer la imposición de sanciones mediante el procedimiento que señala la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, circunstancia que le resta autoridad a dicho órgano. 

5. Comenta el autor de la iniciativa a estudio, que dentro de las previsiones realizadas por el Legislador en el artículo Décimo Primero Transitorio de la Ley Federal de Telecomunicaciones, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de junio de 1995, se tiene la de constreñir al Poder Ejecutivo Federal, a crear un órgano desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y transportes, para regular y promover el desarrollo eficiente de las telecomunicaciones en el País, en el plazo señalado en el referido artículo y definiendo las características jurídicas del mismo, sin que se limitará la facultad reguladora de dicho órgano, sinembargo el Ejecutivo Federal acotó las atribuciones del órgano regulador, en el artículo 37-Bis del Reglamento Interior de esa secretaría que fue abrogado por el reglamento publicado en el Diario Oficial de la Federación en el año de 2009 y posteriormente, dichas atribuciones se insertaron en el artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunicaciones, sin que exista argumentación alguna que sustente el hecho de que dicho órgano regulador, no cuente con la facultad para imponer sanciones en el sector que regula.

6. Derivado de las consideraciones expresadas por el autor de la iniciativa, propone dotar a la Comisión Federal de Telecomunicaciones de atribuciones normativas en materia sancionatoria que le permitirían realizar eficazmente su gestión regulatoria, además de que corresponde al Poder Legislativo, emitir disposiciones legales que sean acordes a la evolución y que resulten necesarias en el sector de las telecomunicaciones.

7. Por otro lado, el Senador Monreal Ávila también propone, actualizar el monto de las sanciones que prevé actualmente el artículo 71 de la Ley Federal de Telecomunicaciones por el incumplimiento de los prestadores de servicios de telecomunicaciones en la observancia de la misma, aumentando el monto de las sanciones, que serán impuestas dependiendo de la capacidad económica de los infractores y del beneficio obtenido por contravenir el marco regulatorio, ya que los montos actuales se encuentran rebasados y no se consideran como elementos disuasivos, ya que no genera el mismo impacto, sancionar con el mismo monto, a un concesionario modesto que a un gran consorcio y para eso presenta una gráfica que señala los ingresos de la industria de las telecomunicaciones en el periodo de 1998 a 2009, ya que dicho sector ha tenido un crecimiento exponencial de sus ingresos en los últimos años.

8. Concluye el Senador Ricardo Monreal Ávila su exposición de motivos, mencionando que actualmente los montos de las sanciones señalas en la Ley de la materia vigente, no incentivan el efecto de evitar la violación de las disposiciones y no son acordes con la gravedad de la conducta desplegada y señala varios ejemplos de otros países que contemplan sanciones ejemplares para aquellos que contravengan las disposiciones en materia de telecomunicaciones, asimismo hace referencia a que las sanciones que prevé la Ley Federal de Competencia Económica resultan eficaces para disuadir y prevenir actos contrarios a la legislación de la materia, no pasando por alto, que para la aplicación de las sanciones, la autoridad administrativa tendrá que valorar todos los factores que correspondan para no vulnerar la esfera jurídica de los gobernados.
Ante las motivaciones que el autor de la iniciativa hace valer, propone que se aplique a la Ley Federal de Telecomunicaciones, las modificaciones que se reproducen a continuación: 

“Artículo Primero.- Se reforman la fracción XV del artículo 9-A y los incisos A. B. y C. del artículo 71 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, para quedar como sigue:

Artículo 9-A… (…)

XV. Imponer las sanciones por infracciones a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas.

Artículo 71. …

A. Con multa de 10,000 a 500, 000 salarios mínimos por:

…

B. Con multa de 4,000 a 200,000 salarios mínimos por:

…

C. Con multa de 2,000 a 100,000 salarios mínimos por:

…



TRANSITORIOS

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
Segundo. Los procedimientos sancionatorios iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, seguirán siendo substanciados por la unidad administrativa competente de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, hasta su terminación.
Tercero. Las propuestas de sanción emitidas por la Comisión Federal de Telecomunicaciones, respecto de las cuales la Secretaría de Comunicaciones y Transportes no haya iniciado el procedimiento sancionatorio, le serán devueltas dentro de un plazo que no exceda de 30 días hábiles contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, a efecto de que dicho órgano desconcentrado inicie los procedimientos que correspondan.”
Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciativa en estudio, se elabora el dictamen correspondiente con base en las siguientes:
I V.   C O N S I D E R A C I O N E S

PRIMERO. El ejercicio del derecho público objetivo que prevén los artículos 71 y 72 de la Carta Magna, que el Senador Ricardo Monreal Ávila pretende hacer valer mediante la presentación de la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 9-A y 71 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, tiene sustento, toda vez que el Congreso de la Unión, se encuentra legitimado para legislar en materia de Vías Generales de Comunicación, de conformidad con lo dispuesto por la fracción XVII del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
SEGUNDO. Las Comisiones dictaminadoras realizaron el análisis de las características formales de la iniciativa con proyecto de decreto, que propone el Senador Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo y derivado de su exposición de motivos y de las modificaciones que se proponen aplicar a los artículo 9-A y 71 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, es que resulta sencillo identificar con facilidad el objeto de las reformas, apreciándose que el autor del proyecto de decreto realiza diversas justificaciones para defender las reformas que propone se apliquen a los artículos en comento de la Ley Federal de Telecomunicaciones, cuyas partes fundamentales básicamente son:

a) Que el Senador Ricardo Monreal Ávila, propone reformar la fracción XV del artículo 9-A de la Ley en mención, para dotar a la Comisión Federal de Telecomunicaciones, de la facultad de imponer sanciones por infracciones a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, con el argumento de que dicho órgano colegiado, debe ejercer sus atribuciones reguladoras, de promoción y de supervisión del desarrollo eficiente y la cobertura social amplía de las telecomunicaciones y la radiodifusión en México; y 

b) De igual forma, el autor de la iniciativa a estudio propone reformar el artículo 71 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, para aumentar el monto de las sanciones que prevén actualmente los incisos A., B. y C. del mencionado artículo, justificando la modificación que se propone, en la necesidad de que el monto de la sanción, sea impuesta dependiendo de la capacidad económica de los infractores y del beneficio obtenido por contravenir el marco regulatorio.
TERCERO. En mérito de lo anterior, es de señalar que el Senador Monreal Ávila propone la modificación de dos disposiciones sustanciales y diseña tres disposiciones transitorias con el propósito de establecer el momento a partir del cual entrará en vigor el decreto que propone, asimismo, señala los efectos de los procedimientos sancionatorios, así como los plazos para que las autoridades que intervienen en la imposición de sanciones, substancien los procedimientos pendientes y los procedimientos sancionatorios que se instrumentarán de manera posterior a la entrada en vigor de las disposiciones que se pretenden reformar, apreciándose una redacción clara.
CUARTO. En el presente considerando, las Comisiones que emiten el presente dictamen, realizan el análisis de los enunciados normativos que el Senador Ricardo Monreal propone insertar en la fracción XV del artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunicaciones, mismo que se hace al tenor siguiente:

El Senador Monreal Ávila pretende dotar a la Comisión Federal de Telecomunicaciones de la atribución de aplicar sanciones por infracciones a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, situación que resulta acorde a las reformas que el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional del Senado de la República, ha impulsado en las LX y LXI Legislaturas y que se contienen en distintas iniciativas que han sido resueltas en el dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; de Reforma del Estado; y de Estudios Legislativos, con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política.

El citado dictamen entre otras cosas, permite convertir a los órganos reguladores en materia económica, hoy desconcentrados, en organismos descentralizados autónomos con autonomía técnica y de gestión para emitir sus resoluciones, personalidad jurídica y patrimonio propios, y con las facultades necesarias para proveer a su observancia, conforme lo determine la ley secundaria y que serán dirigidos por un órgano colegiado integrado por cinco miembros, uno de los cuales fungirá como Presidente de éste y del propio organismo, que serán designados por el Presidente de la República con la aprobación del Senado.

Al respecto, las Comisiones que resolvieron las iniciativas que proponen reformas constitucionales en materia política, admitieron la propuesta para que la Cámara de Senadores tenga entre otras, la facultad de ratificar las designaciones que el Ejecutivo de la Unión realice de comisionados de tres de los órganos reguladores más importantes en materia económica, por lo que de aprobarse esta propuesta en la Colegisladora, los comisionados que integran la Comisión Federal de Competencia Económica (COFECO), la Comisión Federal de Telecomunicaciones (COFETEL) y de la Comisión Reguladora de Energía (CRE) serán designados por el titular del Poder Ejecutivo, sujetos a la ratificación de la Cámara de Senadores.

Sustentando dicha decisión, en el hecho de que en el proceso de modernización del Estado mexicano y sus instituciones, un sitio destacado lo ocupa la creación de órganos estatales, dotados de autonomía de gestión y operación, responsables de la regulación de áreas estratégicas de la actividad económica, así como de la defensa de la sociedad y de los consumidores ante situaciones monopólicas, duopólicas, monopsónicas o de dominancia evidente de un agente en el mercado. 

Asimismo, mencionan las Comisiones dictaminadoras, que la creación de la Comisión Federal de Competencia Económica antecedió a la de otras comisiones que hoy son parte del ámbito de la regulación estatal que pretenden materializar el mandato constitucional consistente en que el Estado debe ser rector del desarrollo económico nacional. La Comisión Reguladora de Energía, y luego la Comisión Federal de Telecomunicaciones, vinieron a complementar y fortalecer la nueva vía para que, dejando atrás modelos superados, el Estado mexicano pudiese cumplir sus responsabilidades sociales. 

El Congreso de la Unión ha establecido un nuevo marco legal que regula la integración y facultades de esos órganos, bajo un modelo inicialmente basado en experiencias previas en materia político-electoral, que no siempre resultó en el más idóneo a los objetivos de los órganos reguladores en materia económica, por lo que se debe establecer, qué será necesario, en el plazo más breve posible, hacer una revisión integral de las leyes al respecto. 

Concebidos originalmente como órganos desconcentrados de la Administración Pública Federal, los entes reguladores en materia económica han evolucionado hacia un esquema inédito, como en su tiempo lo fueron el IFE o el IFAI. Sin embargo, por una deficiente normatividad constitucional, el objetivo de que fuesen órganos del Estado, no del gobierno en turno, no se ha cumplido. Las decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en relación al diferendo sobre la facultad del Senado para ratificar a los comisionados de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, advirtieron al Poder Legislativo de un problema real en esta materia. 

Hay quienes afirman que a partir de la decisión del máximo Tribunal el Ejecutivo ha utilizado su facultad –omnímoda’ de designación para colocar en los órganos reguladores, en calidad de comisionados, a personas que están lejos de cumplir los requisitos de conocimiento y experiencia en las materias que les son confiadas, pero lo más grave, a decir de los críticos, es que esas personas no garantizan la autonomía de los órganos ni la independencia en sus decisiones. 

Sin embargo, otras opiniones, igualmente respetables, sostienen que esa facultad del Ejecutivo, confirmada por la Suprema Corte, le permite evitar la “nociva influencia” del Congreso, y así asegurar un mejor desempeño de los órganos reguladores. El debate está presente en la sociedad y en los medios especializados, pero es evidente que existe un faltante en el modelo normativo de los órganos estatales de regulación económica. 

Las comisiones unidas que suscribieron el dictamen que se precisa, coincidieron en la necesidad de encontrar una fórmula de equilibrio entre las facultades del Ejecutivo en materia de designación de comisionados y la intervención indispensable del Congreso en ese ámbito, de forma tal que se cuente con un mecanismo de pesos y contrapesos que eviten la discrecionalidad y abuso del primero en el ejercicio de tan alta responsabilidad, y al mismo tiempo eviten que la politización partidista marque a los comisionados de los órganos reguladores. 

Lo anterior independientemente de que el Ejecutivo mantendrá la facultad de designación de comisionados, pero el Senado de la República, ejercerá la atribución de ratificación de los mismos, de manera semejante a como se procede en el caso de embajadores, por lo que si la Cámara de Senadores no otorga su ratificación, el Ejecutivo deberá realizar una nueva designación, sin que opere a su favor límite alguno en el número de rechazos (no ratificación) por parte del Senado.

Las comisiones unidas admitieron la propuesta de que solamente se realice la reforma propuesta respecto a los tres órganos reguladores que se detallan a continuación: 

( Comisión Federal de Telecomunicaciones;
( Comisión Federal de Competencia Económica, y
( Comisión Reguladora de Energía. 

Es de hacer notar que la facultad constitucional de ratificación del Senado se ejercerá sin importar la naturaleza jurídica que la ley disponga para cada uno de los entes públicos anteriormente señalados, de manera expresa,  es decir, sin importar si se les considera, por ley o por decreto del Ejecutivo, órganos desconcentrados, descentralizados o de cualquier otra naturaleza que la ley señale.

El Congreso de la Unión habrá de señalar en la ley las normas aplicables para hacer efectiva la facultad del Senado y para tal efecto se propuso reformar los siguientes artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 
Artículo 76. (…)

I. (…)
(…)

II. Ratificar los nombramientos que el mismo funcionario haga del Procurador General de la República, embajadores, cónsules generales, empleados superiores de Hacienda, integrantes de los órganos colegiados encargados de la regulación en materia de telecomunicaciones, energía y competencia económica, coroneles y demás jefes superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, en los términos que la ley disponga; 
III a XII. (…)

Artículo 78. (…)
(…)

I a III. (…)

IV. Acordar por sí o a propuesta del Ejecutivo, la convocatoria del Congreso o de una sola Cámara a sesiones extraordinarias, siendo necesario en ambos casos el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes. La convocatoria señalará el objeto u objetos de las sesiones extraordinarias. Cuando la convocatoria sea al Congreso General para que se erija en Colegio Electoral y designe presidente interino o substituto, la aprobación de la convocatoria se hará por mayoría.
V. (…)

VI. Conceder licencia hasta por ciento ochenta días naturales al Presidente de la República; 

VII. Ratificar los nombramientos que el Presidente haga de embajadores, cónsules generales, empleados superiores de Hacienda, integrantes de los órganos colegiados encargados de la regulación en materia de telecomunicaciones, energía y competencia económica, coroneles y demás jefes superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, en los términos que la ley disponga, y

VIII. (…)

Artículo 89. (…)
I. (…)

II. Nombrar y remover libremente a los Secretarios de Estado, remover a los embajadores, cónsules generales y empleados superiores de Hacienda, y nombrar y remover libremente a los demás empleados de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no esté determinado de otro modo en la Constitución o en las leyes;

III. Nombrar, con aprobación del Senado, a los embajadores, cónsules generales, empleados superiores de Hacienda y a los integrantes de los órganos colegiados encargados de la regulación en materia de telecomunicaciones, energía y competencia económica;
IV. Nombrar, con aprobación del Senado, los Coroneles y demás oficiales superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales;

V a XX. (…)
Se hacer notar que el referido dictamen fue aprobado por el Pleno del Senado de la República el 27 de abril de 2011 y se remitió para sus efectos constitucionales a la Cámara de Diputados, el 28 de abril de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, recibió la Minuta del Senado de la República, con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano, misma que fue turnada a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Gobernación; y a la Comisión de Participación Ciudadana, para su opinión, el 12 de octubre de 2011, las Comisiones dictaminadoras, aprobaron el Dictamen de esta Minuta y se remitió a la Mesa Directiva de la Colegisladora y el 25 de octubre del presente año, el dictamen se aprobó en lo general por 418 votos en pro, 15 en contra y dos abstenciones y se devolvió al Senado de la República para los efectos de lo dispuesto por el inciso e) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que se espera que en próximas fechas se someta a consideración del Pleno de la Cámara de Senadores el dictamen que resuelva el proyecto de decreto con modificaciones.

Se hace notar que en México, la administración pública, es parte del aparato administrativo y su actividad se encuentra subordinada al mandato de la norma jurídica, por lo que toda actividad del Estado en materia administrativa, es objeto del derecho administrativo y por ende su definición debe estar establecida expresamente en disposiciones dirigidas al Ejecutivo Federal, en reglamentos o disposiciones administrativas.
La actividad del Estado es regulada por el Derecho Público, específicamente por la rama del Derecho Administrativo y se realiza en forma de función administrativa a efecto de satisfacer las necesidades esenciales de la colectividad, siendo el Poder Ejecutivo, el encargado de la administración pública.
En el artículo 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente determinó que la administración pública federal sería centralizada y paraestatal, de acuerdo con la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, que tuviera a bien expedir el Congreso de la Unión.
Para el ejercicio de las atribuciones y el despacho de los negocios del orden administrativo encomendados al Poder Ejecutivo Federal, éste cuenta con distintas dependencias de la Administración Pública Centralizada como secretarias

de estado, departamentos administrativos y la consejería jurídica; también se auxilia de entidades de la administración pública paraestatal, como son organismos descentralizados, empresas de participación estatal, instituciones nacionales de crédito, organizaciones auxiliares nacionales de crédito e instituciones nacionales de seguros y de fianzas y los fideicomisos.
El artículo 36 de la Ley de la Administración Pública Federal, fija la competencia de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, que aparte de formular y conducir las políticas y programas para el desarrollo del transporte y las comunicaciones de acuerdo a las necesidades del país, actualmente sigue siendo la encargada de regular, inspeccionar, vigilar y conducir la administración de los servicios federales del ramo y su enlace con los servicios similares públicos concesionados, correspondiéndole la rectoría en materia de las telecomunicaciones.

Pese a que existe una reforma Constitucional aprobada por el Senado de la República y cuya minuta fue modificada por la Colegisladora, en la que se plantea entre otras cosas, convertir a los órganos reguladores en materia económica, hoy desconcentrados, en organismos descentralizados autónomos con autonomía técnica y de gestión para emitir sus resoluciones, personalidad jurídica y patrimonio propios, y con las facultades necesarias para proveer a su observancia, hasta que dichas reformas no sean aprobadas por las legislaturas de los estados y publicadas en el Diario Oficial de la Federación, todavía se delega a la Comisión Federal de Telecomunicaciones, la facultad de promover y supervisar el desarrollo eficiente y la cobertura social amplia de las telecomunicaciones y de la radiodifusión en México, manteniendo dicha secretaría, la facultad de imponer las sanciones por infracciones a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas en materia de telecomunicaciones o a lo dispuesto en las concesiones, permisos o autorizaciones.

Por ende, actualmente la obligación directa de imponer las sanciones continua siendo de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes como instancia ejecutiva de la sanción y la Comisión Federal de Telecomunicaciones como órgano técnico, siendo este último, quien después de emitir sus consideraciones, propone a la secretaría cabeza del sector, la imposición de dichas sanciones, por lo que la intervención de dicho órgano es fundamental para detectar quien o quienes de los concesionarios incurren en violaciones a la ley y a las disposiciones reglamentarias o administrativas. 

QUINTO. Expuesto lo anterior, las Comisiones dictaminadoras consideran que la iniciativa del Senador Monreal Ávila se basa en una necesidad real y que se genera por qué en muchas ocasiones, las decisiones que toman los órganos reguladores en materia económica desconcentrados, se han visto limitadas en su aplicación, precisamente por qué se necesita que dichos órganos se fortalezcan y se conviertan en entes descentralizados con autonomía técnica y de gestión para emitir sus resoluciones, con personalidad jurídica y patrimonio propios.

Es por ello, que las Comisiones que resuelven el presente dictamen, no pasan por alto las características de las atribuciones de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, como dependencia de la Administración Pública Centralizada, y el problema que se ha generado por que dicha dependencia cuenta con una Dirección General de Política de Telecomunicaciones y de Radiodifusión, que entre otras cosas, se ha encargado de imponer sanciones considerando, una vez que recibe de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, las propuestas para tal efecto, por infracciones a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas en materia de telecomunicaciones o a lo dispuesto en las concesiones, permisos o autorizaciones, situación que ha ocasionado la llamada “Doble ventanilla”.
De igual forma, se estima que el Legislador Ordinario, enunció las características jurídicas de la Comisión Federal de Telecomunicaciones en el artículo 9-A y en diversos artículos de la Ley Federal de Telecomunicaciones y en la Ley Federal de Radio y Televisión, determinándolas específicamente, pero que también debió determinar que dicho órgano contará con la atribución jurídica de imponer sanciones para un mejor cumplimiento de su objeto.
SEXTO. En el caso a estudio, las Comisiones que emiten el presente dictamen, ponen énfasis en que la Comisión Federal de Telecomunicaciones, fue concebida por el Legislador Ordinario, como un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, pero a la vez  textualmente se le dotó de autonomía técnica, operativa, de gasto y gestión, por lo que bien se pudo incluir en el catalogo de sus atribuciones, la de poder imponer sanciones por las infracciones a la Ley de la materia.
Estas dictaminadoras estiman que si bien es cierto actualmente, el artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunicaciones, establece expresamente la dependencia jerárquica de la Comisión Federal de Telecomunicaciones a la Secretaría del ramo, sin que en el catalogo de atribuciones contenidas en sus diecisiete fracciones y en diversos artículos de la citada ley y en los de la Ley Federal de Radio y Televisión, se faculte a dicho órgano para aplicar sanciones por infracciones a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, resulta atinado modificar la citada ley, para dotar al órgano eminentemente técnico, de la prerrogativa de imposición de sanciones por infracciones a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas aplicables.

SÉPTIMO. Por lo tanto, las Comisiones Dictaminadoras, estiman que el espíritu de las modificaciones del texto normativo que plantean aplicar los Senadores Ricardo Monreal Ávila y Raúl Mejía González a la fracción XV del artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunicaciones, resulta acorde con la reforma Constitucional que el Senado de la República aprobó aplicar a los artículos 76, 78 y 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política y que vuelve a los órganos reguladores en materia económica, hoy desconcentrados, en organismos descentralizados autónomos, ya que la reforma a la ley secundaria a estudio, pretende para el caso de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, terminar con la duplicidad de funciones administrativas que actualmente realiza la Dirección General de Política de Telecomunicaciones y de Radiodifusión de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.
OCTAVO. En la propuesta del Senador Monreal Ávila para reformar el artículo 71 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, a efecto de actualizar el monto de las multas aplicables por las infracciones a dicha ley, se aprecia que multiplica por cinco las sanciones máximas actualmente establecidas y establece comparaciones con respecto a los ingresos del sector y con las montos de multas máximas existente en otros tres países que cita, así como con las establecidas en la Ley Federal de Competencia Económica.

A criterio de estas Comisiones Dictaminadoras, las sanciones que se previenen en la Ley Federal de Telecomunicaciones, para que cumplan con su objeto, deben  incrementar el costo percibido por los potenciales infractores, de tal forma que los costos esperados sean mayores que los beneficios derivados de incurrir en conductas o prácticas que la ley sanciona y, por lo tanto su efecto sea disuasivo.

El objetivo disuasivo de las multas es el crear una amenaza creíble, de tal magnitud que el costo de cometer una infracción a la ley sea mayor que el beneficio que se derive de infringir con comisión u omisión lo que establece la Ley Federal de Telecomunicaciones.

Por consiguiente, el efecto disuasivo es efectivo cuando desde la perspectiva de un agente económico que sea un posible infractor, la sanción esperada sea mayor que el beneficio de violar la Ley, el costo esperado por el particular es igual al monto de la multa que la Ley especifique descontada por la probabilidad de que tal multa sea efectivamente impuesta.
El Senador Monreal Ávila señala que para la imposición de las sanciones, se debe tomar en cuenta la gravedad de la afectación causada, pero los montos que siguiere, especialmente en el caso de Alemania como país con los que compara los montos, la sanción máxima a imponer, resulta tres veces más alta que la de ese país.
Es importante recalcar que el objeto de la sanción pecuniaria o multa, basa el fundamento de su existencia, en el punto de vista económico. 

El objetivo de la existencia y del nivel de multas o sanciones pecuniarias en la legislación de telecomunicaciones, es alterar el balance que perciban los agentes económicos sobre los beneficios esperados, de incurrir en una práctica sancionable y los costos esperados de infligir la legislación, tal y como las define y distingue la actual Ley Federal Telecomunicaciones.
NOVENO. Estas Comisiones que unidas dictaminan el presente proyecto de decreto, reconocen que la multa debe al menos, ser equivalente al beneficio obtenido o el daño causado por infligir la Ley Federal de Telecomunicaciones, que es el objetivo de fondo en la argumentación de la iniciativa del Senador Monreal Ávila, de tal forma que las sanciones deben de estar diseñadas en función del beneficio obtenido y/o el daño causado e incorporar el efecto disuasivo de las sanciones, para que su nivel corresponda al daño social y a la vez sea lo suficientemente elevada para tener un efecto disuasivo.

Los países que cita el Senador  Monreal Ávila en su exposición de motivos, en sus respectivas legislaciones, establecen los criterios para la fijación de sanciones pecuniarias o multas, por lo que corresponderá a la Autoridad que establezca la sanción, diseñar los mecanismos que utilizará para graduar el monto de la sanción que tome en cuenta el tamaño o el valor del mercado que resultó afectado por la infracción a la Ley Federal de Telecomunicaciones o al daño infringido al consumidor o a la magnitud de la ganancia ilícita obtenida.

Por lo que estas Comisiones estiman que resulta necesario, que en México se adopten los criterios semejantes a las Legislaciones de Reino Unido, Alemania y España, no sólo por lo que hace a sus niveles de multas máximas y para que las autoridades correspondientes expresamente indiquen cuales serán los criterios de los que se valdrá para graduar el monto de la sanción por infracciones al marco normativo y que dicho mecanismo se encontrará determinado por el daño causado al usuario y/o a la ganancia obtenida o realizada por infligir los dispuesto en la Ley Federal de Telecomunicaciones, en las disposiciones reglamentarias, administrativas o a los títulos de concesión.

Por último, se estima que cuando el presente proyecto de decreto sea aprobado por esta Cámara y sea remitido a la Comisión respectiva de la Cámara de Diputados, la reforma Constitucional para dotar de plena autonomía a los órganos reguladores ya haya sido aprobada por las Legislaturas de los Estados para que pronto entre en vigor.

Derivado de todas y cada una de las consideraciones vertidas en el cuerpo del presente dictamen, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 86, 94 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 182, 188, 190, 191 y demás relativos aplicables del Reglamento del Senado de la República, las Comisiones que lo suscriben, resuelven que es procedente aprobar las propuestas de reformar la fracción XV del artículo 9-A, así como los incisos A., B. y C. del artículo 71 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, presentada por el Senador Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, por lo que dichas modificaciones deben continuar las fases del proceso legislativo.
Por lo tanto, estas Comisiones Unidas someten a la consideración de esta Soberanía, el siguiente proyecto de decreto por el que se reforma la Ley Federal de Telecomunicaciones en los siguientes términos:

DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma la fracción XV del artículo 9-A, el primer párrafo y los incisos A., B. y C. del artículo 71 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, para quedar como sigue:
Articulo 9-A.-… 

 I. … a XIV. …
XV. Imponer sanciones por infracciones a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas aplicables;
XVI. … a XVII. …

…

Articulo 71.- las infracciones a lo dispuesto en esta Ley, se sancionaran por la Comisión de conformidad con lo siguiente:
A. Con multa de 10,000 a 500, 000 salarios mínimos por:

…

B. Con multa de 4,000 a 200,000 salarios mínimos por:

…

C. Con multa de 2,000 a 100,000 salarios mínimos por:

…

ARTÍCULOS TRANSITORIOS
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO. En un plazo que no podrá exceder de 180 días hábiles contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, el Ejecutivo Federal y la Secretaría, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, realizarán las adecuaciones que resulten necesarias en los Reglamentos y demás disposiciones administrativas, para la implementación de este decreto. 

TERCERO. La Secretaría y las Autoridades encargadas de las telecomunicaciones en México, elaborarán en un plazo no mayor a 180 días hábiles, contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, los mecanismos que se utilizarán para graduar el monto de la sanción que se impondrá por infracciones a lo dispuesto en la presente ley, tomando en cuenta el grado de afectación ocasionado al mercado, el daño infringido a los consumidores y la magnitud de la ganancia obtenida por la infracción.
Dado en la Sala de comisiones de la H. Cámara de Senadores a los ____ días del mes de noviembre del año 2011.
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